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Resumen: CONFLICTO COLECTIVO. Nulidad del pleno del Ayuntamiento que aprobó el pliego de cláusulas administrativas para la privatización del servicio de limpieza y recogida de basuras. La decisión adoptada en el acuerdo es mas que un proyecto de cambio pues contiene la decisión en firme de contratar el servicio, lo que supone una privatización y, por ello, transformación del régimen jurídico de un determinado servicio municipal, decisión para la que el convenio exige la información previa a la representación legal colectiva. JURISDICCIÓN LABORAL. El orden de la jurisdicción social es competente para conocer de la demanda de conflicto colectivo. Impugnación de la decisión de la Administración por vulneración de una norma pactada en convenio colectivo. AGOTAMIENTO DE TRÁMITE PREPROCESAL. La mediación en los conflictos cuando una de las partes lo solicite atribuida por la norma paccionada a la Junta de personal funcionario y al comité de empresa, entre otros, no constituye obligación de agotar un trámite preprocesal.
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ILTMOS. SRES.

D. JORGE GONZÁLEZ RODRÍGUEZ

Dª CARMEN HILDA GONZÁLEZ GONZÁLEZ

D. LUIS CAYETANO FERNÁNDEZ ARDAVIN

habiendo visto el recurso de suplicación de los presentes autos de la Sala de lo Social de este Tribunal Superior de Justicia compuesta por los Iltmos. Sres. citados de acuerdo con lo prevenido en el 

artículo 117.1 de la Constitución Española,

EN NOMBRE DE S.M. EL REY

ha dictado la siguiente

SENTENCIA

En el RECURSO SUPLICACION 0000635 /2009, formalizado por el Letrado SERGIO NOVAL HERRERO, en nombre y representación del AYUNTAMIENTO DE CORVERA, contra la sentencia de fecha veintiséis de diciembre de dos mil ocho, dictada por el JDO. DE LO SOCIAL N.2 de AVILES en sus autos número DEMANDA 0000684 /2008, seguidos a instancia de COMISIONES OBRERAS DE ASTURIAS CC.OO frente al AYUNTAMIENTO DE CORVERA, parte demandada, en reclamación de CONFLICTO COLECTIVO, siendo Magistrado-Ponente el Ilmo. Sr. D. LUIS CAYETANO FERNÁNDEZ ARDAVIN, y deduciéndose de las actuaciones habidas los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Según consta en autos del mencionado Juzgado de lo Social se dictó sentencia de fecha veintiséis de diciembre de dos mil ocho por la que se estimaba la demanda.

SEGUNDO.- En la mencionada sentencia y como hechos declarados probados figuran los siguientes:

1º El Ayuntamiento demandado, dispone, además de otros trabajadores y funcionarios, de una plantilla de personal laboral de 8 trabajadores, todos operarios asignados al servicio de limpieza viaria, cuyas relaciones están reguladas, por el Convenio Colectivo del personal laboral del Ayuntamiento de Corvera que fue publicado en el Boletín Oficial del Principado de Asturias el día 12 de septiembre de 2008, con vigencia para los años 2008 a 2010.

El presente conflicto colectivo afecta a todos los trabajadores (8) que prestan sus servicios como operarios, destinados al servicio de limpieza viaria del Ayuntamiento del Término Municipal de Corvera de Asturias.

2º Por providencia de fecha 8.7.08 de la concejalía de promoción se acuerda:

Estando prevista la contratación de la gestión del servicio de limpieza viaria de los núcleos urbanos de las Vegas, Los Campos, Trasona y Canciones y l recogida y transporte de Residuos Sólidos Urbanos, Iníciese el correspondiente expediente de trasporte de Residuos Sólidos Urbanos, iníciese el correspondiente expediente de contratación de Gestión de Servicio Público (08/052), cuyo importe ascenderá a 841.121,50 €, más el IVA correspondiente, que hacen un total de 900.000,00 € anuales, siendo su duración de 10 años prorrogables por otro periodo igual y por otro de 5 años.

Que por la Secretaría General de emita informe sobre el procedimiento a aplicar.

Que por la Intervención Municipal se emita informe sobre la consignación presupuestaria.

Que por la Ingeniero Municipal se emita iforme sobre las condiciones técnicas del servicio.

El día 25.9.08 la Concejala de Hacienda convoca a las secciones sindicales a una reunión para ese mismo día a las 9,15 horas, con motivo de la contratación del servicio de limpieza viaria y recogida de basura. No se convoca al comité de empresa.

En dicha reunión se informa a las secciones sindicales que se trata de los mismos pliegos que en abril de 2008 con el anterior gobierno. Ni se entregan los pliegos ni se exhiben.

El día 3 de octubre del presente año, en Sesión Extraordinaria del Pleno del Ayuntamiento, se aprueba el "Inicio del expediente y aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas para la contratación de la gestión de los servicios de limpieza viaria de los núcleos urbanos de Las Vegas, Los Campos, Trasona y Cancienes y recogida y transporte de residuos sólidos urbanos".

3º El artículo 7, del Convenio Colectivo de aplicación dispone que:

Reorganización y reestructuraciones.

Las partes coinciden en que el proceso de reforma de la Administración Municipal exige introducir continuos cambios organizativos y de gestión, que pueden suponer innovaciones que afecten a las condiciones de empleo del Personal.

Por esta razón, y reconociendo la capacidad auto-organizativa de la Administración Municipal, las partes están de acuerdo en que los proyectos de reorganización que impliquen una modificación de las condiciones de empleo tendrán el siguiente tratamiento:

a) La Administración Municipal informará previamente a la Representación Legal Colectiva de los proyectos de cambios que impliquen transformaciones de Régimen Jurídico de un determinado servicio municipal o reasignación de efectivos de personal entre los distintos servicios. En todo caso el plazo para ejercer el derecho del recurso será aquel que en cada momento especifique la Legislación al caso.

b) En la fase de elaboración de la propuesta o proyecto de cambio de marco jurídico del servicio afectado o de la reasignación de efectivos, la Administración Municipal, apoyándose en los informes técnicos necesarios, consultará con los órganos de Representación Sindical sobre la repercusión que tales procesos tengan en las condiciones de trabajo del personal afectado.

c) El Ayuntamiento y la Representación Legal Colectiva negociarán los aspectos organizativos de los distintos servicios que afecten a las condiciones de formaciones de Régimen Jurídico de un determinado servicio o supongan una reasignación de efectivos de personal entre los distintos servicios del Ayuntamiento de Corvera de Asturias.

d) La Administración Municipal se compromete a dimensionar adecuadamente los efectivos de personal de manera que se reduzca al mínimo imprescindible el empleo laboral eventual.

4º En el BOPA Nº 248, de 24.10.08, se publicó el anuncio licitación para la contratación de la gestión del servicio de limpieza viaria de los núcleos urbanos de Las Vegas, Los Campos, Trasona y Cancienes y recogida y transportes de residuos sólidos urbanos.

5º No se ha interpuesto papeleta de conciliación, ni reclamación previa al no ser necesario.

TERCERO.- Contra dicha sentencia se interpuso recurso de suplicación de la parte demandada, siendo impugnado de contrario.

Elevados los autos a esta Sala, se dispuso el pase a ponente para su examen y resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La Sentencia del Juzgado de lo Social nº Dos de Avilés, que estimó la demanda de conflicto colectivo interpuesto por el Sindicato Comisiones Obreras, frente al Ayuntamiento de Corvera, declarando la nulidad del pleno del mismo que aprobó el pliego de cláusulas administrativas para la privatización del servicio de limpieza y recogida de basuras, es recurrida en suplicación por la representación de dicho Ayuntamiento, formulando un primer motivo, al amparo de lo dispuesto en el artículo 191 b) del Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral .

Interesa la revisión de los hechos probados en cuatro apartados, que corresponden a los ordinales 1º, 2º, 3º y 5º, invocando prueba documental y "testifical" (SIC).

Una reiterada jurisprudencia deja sentado que el motivo que hoy regula el citado artículo 191, b) de la Ley de Procedimiento Laboral exige: a) señalar el hecho expresado u omitido en la sentencia de instancia y que el recurrente cree equivocado; b) citar concretamente la prueba documental o pericial que, por si sola, demuestra la equivocación del juzgador; c) que tal equivocación sea evidente, manifiesta y clara, y d) que el recurso fije con precisión la rectificación que pretende. Esta última exigencia se viene mitigando desde 1986 para el caso de que se desprenda, sin lugar a dudas, cual es la intención de la parte, línea confirmada por el Tribunal Constitucional en sentencia 230/2000, de dos de octubre .

En cuanto a los documentos que puedan determinar la revisión de los hechos probados, la citada jurisprudencia señala aquellos "que por sí mismos hagan prueba de su contenido", rechazando la revisión de la relación fáctica basándose en las mismas pruebas en que aquélla se funda, porque ello equivale a sustituir la interpretación que de la misma hizo el juzgador por la apreciación personal y subjetiva de la parte. Asimismo se afirma que la revisión de hechos probados sólo puede alcanzar éxito si va respaldada de documentos o pericias incorporados a los autos que por su manifiesta eficacia probatoria evidencien el error del juzgador, sin que el recurrente pueda apartarse de dicha formalidad y limitarse a exponer su personal criterio valorativo de la prueba, siendo preciso concretar la parte del documento en que con toda evidencia resulte ser cierto lo alegado y que sea base esencial a los efectos del pronunciamiento, debiendo demostrarlo con evidencia, o lo que es igual, que lo demuestre claramente en forma contundente e incuestionable, sin necesidad de acudir a presunciones o cálculos y reglas que impliquen ausencias de lo evidente por muy lógicas que resulten, sin ninguna clase de razonamiento ni hipotéticas deducciones.

SEGUNDO.- Solicita en primer lugar la representación de la recurrente que se de una nueva redacción al ordinal primero y que difiere de la que figura en la Sentencia en que, precisa la plantilla que tiene el Ayuntamiento como trabajadores y funcionarios con la categoría de operarios, para añadir que dichas plazas (19 y 4, respectivamente), no están asignadas específicamente a un servicio determinado. Añade que nueve trabajadores laborales con categoría de operario están destinados actualmente al servicio de limpieza viaria urbana en todo el concejo. Asimismo recoge la fecha de publicación del convenio, 12-9- 08 y su vigencia repitiendo como último párrafo el que incluye el ordinal de la Sentencia, suprimiendo el número 8.

El análisis del texto que se propone nos lleva a las siguientes diferencias con el recogido en la Sentencia: a) se especifica un número de trabajadores y funcionarios que a los efectos que nos ocupan resulta irrelevante, pues el conflicto colectivo planteado lo es por un grupo definido, destinado a la limpieza viaria y que así se señala por la Juzgadora de instancia, sin que sea trascendente el número general de los operarios laborales o funcionarios, ni mucho menos si el destino está recogido en la plantilla establecida en el Convenio Colectivo. Ese conjunto de trabajadores es el afectado por el interés discutido y tampoco tiene relevancia alguna que el número sea ocho, como fija la Juzgadora, o nueve, como trata de obtener la recurrente sobre la alegación de que así se deduce de la plantilla fijada en el Convenio. b) No se comprende muy bien esa aparente ultracorrección que trata de declarar como probado la fecha de publicación del Convenio para añadir que no cree que eso sea un hecho probado más y que no resulta probado que las relaciones de este personal estuvieran reguladas en aquella fecha por este Convenio. La Sentencia dice textualmente "están reguladas", con lo que la única explicación que se puede dar a la expresión de la recurrente es que pretende deslindar la aplicación del Convenio a partir de esa fecha y no antes, pero efectuando una mala lectura del hecho probado, que, como queda dicho, utiliza el verbo en presente.

Por ello el motivo ha de ser rechazado en este punto concreto.

TERCERO.- Se pretende la modificación del hecho segundo de los declarados probados, intercalando en el texto de la Sentencia párrafos que hagan constancia de determinados extremos, tales como que el trámite de aprobación de los pliegos de bases se habían iniciado en abril de 2008, que la convocatoria de la Concejala de Hacienda a los Servicios Sindicales es de 24 de septiembre en vez de 25 (se suprime la frase "no se convoca el comité de empresa") y respecto a lo que se les informó, donde dice "los mismos pliegos que en abril de 2008 con el anterior gobierno. Ni se entregan los pliegos ni se exhiben" solicita que diga "los mismos pliegos de bases y condiciones técnicas que el anterior equipo de Gobierno les había entregado en abril de 2008 y, por tanto, ya conocen".

Se pretende también que se incluya, antes del párrafo que comienza con "El día 3 de octubre del presente año...", el siguiente texto: "Los citados pliegos administrativos han sido informados favorablemente por el Interventor Municipal el 3 de Julio de 2008, por el Secretario el 8 de Julio de 2008 y por la Ingeniera Municipal el 10 de Julio de 2008.

La Comisión de Promoción el 15 de Julio de 2008 también los dictaminó favorablemente, al igual que la Comisión de Hacienda y Régimen Interior el 25 de Septiembre de 2008."

Aquí utiliza la parte recurrente un método curioso. Y es que se apoya en la prueba testifical, invocando el acta de juicio y su grabación, desconociendo una regla elemental de las que rigen la suplicación, esto es, que la declaración de testigos es ineficaz a los efectos de la revisión de hechos, tal como se desprende del artículo 191 b) del Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral , y que la declaración de testigos o confesión judicial no se convierten en prueba documental por el hecho de figurar en el acta de juicio. En cuanto a la grabación del acto, tampoco supone documento que modifique la naturaleza de esas declaraciones, que siguen siendo prueba de libre apreciación por el Juez de instancia e inhábil en la revisión por vía de suplicación. Esa grabación puede ser útil a la Sala cuando de ella se desprende una desatención de protestas o vulneración de normas de procedimiento, en especial con vistas al motivo de suplicación regulado en el párrafo a) del citado artículo 191 , pero no al efecto que pretende la recurrente.

El método empleado lleva a la representación del Ayuntamiento, a hacer análisis de las respuestas de una testigo y a continuación citar como corroboradores de tales afirmaciones algunos documentos que en si mismos carecen de la eficacia revisoría en vía de suplicación, según la reiterada jurisprudencia que dejamos expresada en el primer fundamento de derecho. Tal es el caso de los documentos que obran a los folios 43 (convocatoria del 24 de septiembre, pero que no consta cuando fue recibida, en todo caso intrascendente que se considere efectuado ese día o al siguiente), los 55 y 56, (certificación de noviembre de 2008 sobre contenido de sesión del Ayuntamiento celebrada el 3-10-08 y con la que se trata de probar esos antecedentes de abril del mismo año) o los 64 a 111 (que contienen sin firma ni fecha los pliegos), que, por su número e indefinición, ya serian rechazables.

Por lo expuesto, también en este punto se rechaza el motivo.

CUARTO.- Si sorprende el intento de la parte recurrente de alcanzar la revisión de hechos a través de la prueba testifical, no menos la petición de que se incorpore a los hechos probados el texto de artículos del Convenio Colectivo del Personal del Ayuntamiento de Corvera, publicado en el BOPA de 12-9-08.

Las normas jurídicas, con carácter general, no deben hacerse constar en hechos probados porque no lo son en si mismas, salvo aquellas que, excepcionalmente, tienen que ser probadas por la parte que invoca su amparo. Es el caso de la costumbre o de aquellos convenios sólo publicados en boletines de comunidad autónoma distinta a aquella en que radica el tribunal, lo que no es el caso.

Ciertamente se emplea esa constancia con cierta frecuencia para fijar las cuestiones debatidas antes de entrar en los fundamentos de derecho, como un método útil para centrar las cuestiones debatidas judicialmente, pero no justifica ello la petición de la Entidad demandada, que parece apoyarla en el simple hecho de que la Sentencia haya acudido a ese sistema. Si una norma jurídica es invocada sólo en parte, o de modo incorrecto, por el Juzgador de instancia, el lugar correcto para completarla o refutarla está en los fundamentos de derecho, en este caso, en el motivo destinado al examen del derecho.

QUINTO.- De nuevo sorprende la confusión en la que incurre la recurrente entre los motivos que regula el artículo 191 del Texto Procesal, pues trata de que sea modificado el ordinal quinto de los hechos, previa la queja de que no se tuvo en cuenta el resultado de la prueba testifical y también un precepto del Convenio "caso de ser aplicable".

Cierto que a la afirmación de que no se ha interpuesto papeleta de conciliación ni reclamación previa no debía añadirse lo de "al no ser necesario", ya que es un asunto discutido en derecho y tal afirmación supone un prejuicio. Como correspondiente a una decisión jurídica pudo y debió ser discutida únicamente en el motivo de derecho y no incurrir en el despropósito de reprochar a la Juzgadora el que no se valorara la prueba testifical y, mucho menos solicitar que se declare probado que "no se ha aplicado" un precepto del Convenio o que se prejuzgue con declaraciones como que "no existen trabajadores afectados por el acuerdo municipal de 3 de octubre de 2008".

Desde luego, hemos de insistir en el desconocimiento de las reglas que rigen la suplicación cuando se trata de desarrollar un motivo destinado a la revisión de hechos sobre la aseveración de que "está acreditado de la prueba testifical practicada".

Por lo expuesto, el motivo se rechaza.

SEXTO.- Con cita del artículo 191 c) del mismo Texto Procesal se formula un segundo motivo, con objeto de que sea examinado el derecho aplicado en la Sentencia recurrida. Se denuncia, en primer lugar, infracción "por inaplicación o en su caso aplicación indebida" del artículo 1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa " y demás preceptos complementarios. En este punto incluye entre paréntesis artículo 1 y 3 de la Ley de Procedimiento Laboral y 9.4) y 5) Ley Orgánica del Poder Judicial, debiendo señalarse como chocante esa complementariedad atribuida a los mencionados textos legales.

Sostiene la parte recurrente que el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Corvera, de 3 de octubre de 2008 es acuerdo para el inicio de un expediente de contratación administrativa con la aprobación de unos pliegos de bases y técnicas sobre la gestión del servicio de limpieza viaria, por lo que no tiene carácter laboral, sino que se trata de un acto "puramente administrativo".

Señala la recurrente que con el recurso aporta copia de providencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº Cinco de Oviedo, que es de fecha posterior a la celebración del juicio en estas actuaciones, que demuestra la presentación de demanda en dicho orden jurisdiccional, como ya había anunciado la parte actora. Pero no se acredita que tal demanda se presentara en representación de los mismos afectados (ya que puede referirse a los funcionarios) ni que la causa de pedir sea la misma (vulneración del Convenio Colectivo).

Sobre la presentación de documentos con el escrito de recurso volveremos mas adelante, dejando sentado aquí, en cuanto a la providencia citada, que es irrelevante al ser aceptado el hecho que trata de probar por la parte contraria.

Sostiene, pues, la recurrente que se trata de un acto administrativo, pero en sentido lato lo son todos los de una administración. Si el Ayuntamiento procede al cese o modificación de las condiciones de trabajo de su personal laboral, a nadie se le ocurriría discutir la competencia del orden social de la jurisdicción, ya que esas relaciones se rigen por normas laborales. En el presente caso, la administración demandada toma una decisión que la parte actora considera vulneradora de una norma pactada en convenio colectivo, eminentemente laboral, limitándose la petición a las consecuencias legales de su violación. Ello sólo puede ser decidido por el orden jurisdiccional social a la vista del artículo 1 de la Ley de Procedimiento Laboral, Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo de 7-4-1995, máxime cuando dicho Texto Procesal contiene el precepto del artículo 4 que extiende dicha competencia a las cuestiones prejudiciales.

Al haberlo entendido así la Juzgadora de instancia, no se aprecia la infracción denunciada.

SÉPTIMO.- En un siguiente apartado se denuncia "inaplicación o aplicación indebida" del Convenio Colectivo del Personal del Ayuntamiento de Corvera de Asturias en sus artículos 2,7 y 60 e).

Afirma la representación del Ayuntamiento demandado, por una parte, que resulta "dudoso" que el citado Convenio se aplicable en el caso del expediente administrativo que nos ocupa, porque se publicó en el BOPA de 12 de septiembre de 2008, aunque su artículo 2 establezca que "sus efectos se entenderán con carácter retroactivo a 1 de enero de 2008 ", retroactividad que entiende limitada a los efectos económicos. Como dice que el expediente se inició en abril (y aquí vuelve a mencionar la prueba testifical) quedaría fuera de la vigencia del artículo 7 cuya aplicación es objeto de discusión.

Pero ya hemos visto el fracaso del motivo anterior en el que se pretendía demostrar ese inicio del expediente en abril, fracaso que conlleva el de la pretensión planteada con fórmula de duda.

Por otra parte, para el caso de considerase aplicable, mantiene que no se da el supuesto de reorganización y reestructuración del servicio, que, en su caso, se produciría con posterioridad al proceso para la contratación. De ahí obtiene como conclusión que "a la fecha" no existe ninguna reorganización ni reestructuración.

Poca atención merece argumento tan débil, pues el artículo 7 del Convenio establece en el apartado a) lo que sigue: "La Administración Municipal informará previamente a la Representación Legal Colectiva de los proyectos de cambios que impliquen transformaciones de Régimen Jurídico de un determinado servicio municipal o reasignación de efectivos de personal entre los distintos servicios. En todo caso el plazo para ejercer el derecho del recurso será aquel que en cada momento especifique la Legislación al caso".

El texto citado habla claramente de informar previamente, con lo que la decisión que se adopta en el acuerdo trascrito en el ordinal segundo de los hechos es mas que un proyecto de cambio, pues contiene la decisión en firme de contratar el servicio, lo que supone una privatización y, por ello, transformación del Régimen Jurídico de un determinado servicio municipal. Se trata de una decisión para la que el Convenio exige claramente la información previa.

Vuelve la representación de la recurrente a invocar la prueba testifical para afirmar que los representantes de los trabajadores tenían noticia de los pliegos ya en abril de 2008, aspecto que no consta en los hechos probados, que permanecen por el fracaso del motivo anterior.

En este punto concreto añade una curiosa argumentación: que la parte contraria ocultó la existencia de tres reuniones celebradas en julio de 2008 y que pretende demostrar con documentos de las correspondientes convocatorias, documentos que aporta con el escrito de recurso, solicitando su admisión porque no ha tenido noticia de ellos antes de la celebración del juicio debido a "la premura con que se recibió la citación para el juicio" y por "la existencia de un cambio de gobierno municipal mediante una moción de censura".

Desde luego, la autoexculpación para convertir los documentos de parte en documentos posteriores a los efectos del artículo 231 del Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral resultan insólitos y denotan desconocimiento del concepto de tales documentos, que la reciente doctrina del Tribunal Supremo limita a resoluciones judiciales o administrativas, que sean realmente posteriores a la celebración del juicio o no se hubieran conocido, desde luego por causas ajenas a quien los trata de aportar. Por ello se rechazan, lo que en este trámite equivale a tenerlos por no presentados.

OCTAVO.- Finalmente nos encontramos con una alegación que carece de fundamento alguno. Y es que, según la representación del Ayuntamiento, el sindicato demandante no cumplió lo establecido en el artículo 60 e) del Convenio , que atribuye a la Junta de Personal Funcionario y al Comité de Empresa entre otras, las siguientes competencias: "e)La mediación, a instancia de cualquiera de las partes, en las reclamaciones, o conflictos de intereses, en los supuestos relacionados con la prestación del servicio, evitando, en la medida de los posible, que el personal se vea obligado al recurso administrativo como vía de mediación externa de sus problemas."

La alegación decimos que carece de base, pues la función atribuida consiste en mediar ante conflictos cuando una de las partes se lo solicita, pero no cuando se trata de combatir un acuerdo de efecto general en un grupo de trabajadores, en cuyo caso el conflicto colectivo, frente al acto consumado, es de su competencia plantearlo. Precisamente la Ley exime incluso de conciliación y de reclamación previa, tal como resolvió la Juzgadora de instancia, por lo que, en modo alguno, puede entenderse tal precepto del Convenio como una obligación de agotar un trámite preprocesal.

Por lo expuesto el motivo, y con él el recurso, ha de ser desestimado.

En su virtud, 

FALLAMOS

Que desestimamos el recurso de suplicación interpuesto por el Ayuntamiento de Corvera, contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo Social nº 2 de Avilés, en autos seguidos a instancia de Comisiones Obreras de Asturias contra el recurrente sobre Conflicto Colectivo, y en consecuencia debemos confirmar y confirmamos la resolución impugnada.

Adviértase a las partes que contra esta sentencia cabe recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo en el plazo de diez días. Incorpórese el original al correspondiente Libro de Sentencias. Líbrese certificación para su unión al rollo de su razón. Notifíquese a las partes y a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia y una vez firme, devuélvanse los autos originales al Juzgado de lo Social de procedencia, con certificación de la presente.

Así, por esta nuestra Sentencia, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia en el mismo día de su fecha por el Ilmo. Sr. Magistrado-Ponente que la suscribe, en la Sala de Audiencias de este Tribunal. Doy fe.

DILIGENCIA: 

Seguidamente se procede a cumplimentar la notificación de la anterior resolución. Doy fe.

